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DERECHOS AL MÍNIMO VITAL, LA VIDA DIGNA Y LA SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / FECHA DE ESTRUCTURACIÓN DE LA INVALIDEZ DEL BENEFICIARIO ES ANTERIOR AL FALLECIMIENTO DEL CAUSANTE “Colpensiones negó al actor el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes porque la fecha de estructuración de su invalidez fue establecida el 14 de diciembre de 2015 y la señora Consuelo Osorio Osorio falleció el 28 de septiembre de 2015
; es decir, antes de aquella fecha. (…) En este caso, según lo consignado en historia clínica del peticionario
, de fecha de 17 de septiembre de 2015, entre sus varios diagnósticos se encuentra el de ceguera de ambos ojos y el 14 de diciembre de ese mismo año, médico oftalmólogo que lo examinó, dejó constancia de sus dolencias,  (…) De lo anterior se concluye que el padecimiento en que sustentó la determinación del porcentaje de la pérdida de capacidad laboral del demandante se estructuró antes del fallecimiento de su hermana Consuelo, circunstancia que conocía el fondo de pensiones, pues en el formulario de calificación de la pérdida de la capacidad laboral, suscrito por uno de sus médicos laborales, se tuvo en cuenta el concepto del médico oftalmólogo, de 14 de diciembre de 2015, en el que se especificó que el peticionario es invidente desde hace varios años. En estas circunstancias, Colpensiones no podía negar la solicitud pensional con el único argumento de que la fecha de estructuración dictaminada fue posterior a la del fallecimiento de la afiliada, cuando ello, tal como se vio, no concuerda con lo acreditado en la  historia clínica del actor. Así entonces, tomando como referencia la jurisprudencia de la Corte Constitucional y el estado de indefensión del actor, puede concluirse que la entidad accionada lesionó al citado señor los derechos al mínimo vital, la vida digna y la seguridad social. (…) En conclusión, se revocará la sentencia de primera instancia y en consecuencia, se concederá el amparo solicitado. Para proteger los derechos lesionados, se ordenará a la Gerencia Nacional de Reconocimiento de Colpensiones que en el término de quince días resuelva sobre la reclamación de pensión de sobrevivientes elevada por el señor Octavio Osorio Osorio, con la advertencia de que no podrá negar su reconocimiento con sustento en que la fecha de estructuración del dictamen de pérdida de la capacidad laboral es posterior a la del fallecimiento de la causante Consuelo Osorio Osorio.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, febrero trece (13) de dos mil dieciséis (2017)  


Acta No. 068 del 13 de febrero de 2017

Expediente No. 66001-31-18-002-2016-00298-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el apoderado del accionante Octavio Osorio Osorio, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 14 de diciembre de 2016, en la acción de tutela que instauró contra la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-.

ANTECEDENTES

1. El apoderado del actor relató los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 La señora Consuelo Osorio Osorio tenía la calidad de pensionada por el régimen de prima media con prestación definida, administrado por Colpensiones.

1.2 La citada señora, para le fecha de su fallecimiento, era soltera, no tenía hijos y era la única persona encargada de sostener al accionante, su hermano, quien tiene una avanzada edad y padece de ceguera total desde los seis años de edad, razón por la cual fue calificado con una pérdida de la capacidad laboral del 85%, con fecha de estructuración del 14 de diciembre de 2015.
1.3 Por lo anterior, solicitó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes a Colpensiones, prestación que fue negada mediante resolución GNR 165325 de 3 de junio de 2016, porque, según se argumentó, no se encontraba en estado de invalidez cuando se produjo el fallecimiento de su hermana, ocurrido el 28 de septiembre de 2015.
1.4 Considera que la razón expuesta por la administradora de pensiones es inapropiada pues al momento de elevar la solicitud, se allegó copia de su historia clínica en la que se consigna que la citada enfermedad la padece mucho antes de la muerte de su pariente.  
1.5 En la actualidad carece de ingresos para garantizar su sostenimiento.
2. Para proteger sus derechos a la vida digna, el mínimo vital, la salud y la seguridad social, solicitó se ordenara a Colpensiones reconocerle la pensión de sobrevivientes.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto de 30 de noviembre del año pasado se admitió la acción contra el Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones.

2. Se pronunció la Vicepresidente Jurídico y Secretario General de esa entidad. Informó que mediante resolución GNR 165325 de 2016 se resolvió la petición que elevó el actor el 28 de septiembre de 2015, acto administrativo contra el cual no se interpuso recurso alguno. Tampoco se evidencia la presentación de nuevas solicitudes tendientes a obtener la pensión reclamada y, por tanto, la tutela resulta improcedente ya que para poder analizar si la entidad que representa ha lesionado los derechos fundamentales, es necesario que primero se acuda al derecho de petición para solicitar la respectiva prestación. 
3. Se puso término a la instancia con sentencia de 14 de diciembre de 2016, en la que se declaró improcedente el amparo solicitado. Para así decidir, el señor Juez Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, luego de citar jurisprudencia relacionada con la procedencia excepcional de la tutela para obtener reconocimiento de prestaciones laborales, concluyó que el asunto puesto a consideración es de índole prestacional, para el cual existe un medio principal de defensa judicial, lo que impide su conocimiento por parte del juez de tutela, pues, además, no se acreditó un perjuicio irremediable que restara eficacia a dicho mecanismo ordinario.  

5. Inconforme con esa decisión, el apoderado del demandante la impugnó. Adujo que el juzgado de primera instancia no ajustó la sentencia a los hechos de la demanda ni al derecho invocado; se abstuvo de cumplir el mandato legal de garantizar al agraviado el pleno goce de su derecho; incurre “en error esencial de derecho, especialmente respecto del ejercicio de la acción de tutela, que resulta insignificante a las pretensiones como actora, por errónea interpretación de sus principios”; omitió examinar los argumentos relativos a la conducta de Colpensiones; a pesar de que existe otra vía judicial para debatir la causación del derecho del actor, este no dispone de tiempo ni de recursos económicos necesarios para acudir al mismo, ya que es una persona de avanzada edad, que se encuentra en situación de discapacidad y de pobreza extrema.   
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar, en primer lugar, si en este caso procede la tutela para ordenar el reconocimiento de prestaciones pensionales. Solo de serlo, se establecerá si Colpensiones incurrió en lesión de derechos fundamentales al negar la pensión de sobrevivientes del actor.

3. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar el reconocimiento de esas prestaciones cuando por la calidad de la persona que acude a este medio, los mecanismos ordinarios se tornan ineficaces. Así por ejemplo, ha dicho: 
“De esta manera, esta Corporación ha sido enfática en el tema del reconocimiento y pago de prestaciones en materia pensional, señalando que estas controversias deben ser dirimidas a través de la jurisdicción ordinaria laboral o de la contenciosa administrativa, según corresponda, pero que solo eventualmente su conocimiento corresponde a jueces constitucionales. Casos en los que por la inminencia, urgencia y gravedad de la situación, se hace imposible postergar la presentación de la acción constitucional con el fin de evitar un perjuicio irremediable. Circunstancias que le corresponde analizar, evaluar y verificar al juez de tutela en cada caso en concreto, permitiéndole establecer que el mecanismo ordinario no es el idóneo para dar pronta solución al problema.

(…)
En relación con los sujetos de especial protección constitucional, el juicio de procedibilidad de la acción de tutela debe efectuarse con menos rigurosidad en atención a la particular situación en la que se encuentran.

De esta manera, es el Estado el que debe implementar mecanismos y herramientas para que dichos sujetos puedan gozar de garantías constitucionales de forma prioritaria, ya que su condición los hace personas en condiciones de debilidad manifiesta.

Por lo anterior, la Corte ha reseñado cuáles son los grupos poblacionales que gozan de la protección descrita con anterioridad, ubicando a las personas de la tercera edad en uno de ellos:

“(…) en particular, a este grupo pertenecen las personas de la tercera edad, quienes al final de su vida laboral tienen derecho a gozar de una vejez digna y plena (C.P. artículos 1º, 13, 46 y 48). En relación con estas personas, la Corte ha sentado la doctrina del derecho fundamental a la seguridad social. Así, se le ha dado preciso alcance al mandato constitucional de defender, prioritariamente, el mínimo vital que sirve, necesariamente, a la promoción de la dignidad de los ancianos (C.P. artículos 1º, 13, 46 y 48).”
En conclusión, la jurisprudencia de esta Corporación ha establecido que someter a una persona de la tercera edad a un litigio laboral con las tardanzas y complejidades propias de esos procesos, resulta aún más gravoso cuando se trata de derechos fundamentales que, de no ser reconocidos, afectarían directamente el derecho a la vida en condiciones dignas.”

4. En el caso bajo estudio, el demandante cuenta con más de setenta y seis años
, fue calificado con una pérdida de capacidad laboral del 85% por los diagnósticos de amaurosis total de ambos ojos por trastornos en la retina central y daños debido a la edad y la ceguera de mucho tiempo; ojo derecho con cirugía de catarata sin lente intraocular, ojo izquierdo con catarata hipermadura; ceguera ocular y central cerebral; inoperable, intratable e invidente total
. 

De acuerdo con lo expuesto, puede decirse que en este caso concreto los mecanismos ordinarios de defensa judicial no resultan idóneos para obtener el actor una decisión judicial sobre el reconocimiento de la prestación que reclama, pues la duración del respectivo proceso y los costos que representa, se convierten en una carga desproporcionada para el demandante, en razón a su edad, a que es invidente y perdió su capacidad para trabajar. Además, como lo plasmó en el escrito por medio del cual promovió la acción, carece de recursos económicos, hecho que no desvirtuó la entidad demandada.

5. En esas condiciones, es del caso analizar si la entidad demandada desconoció derechos de que sea titular el demandante, al negarle el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes que solicitó.

6. El artículo 12 de la Ley 797 de 2003 que modificó el 46 de la Ley 100 de 1993, dice que tienen derecho a la pensión de sobrevivientes los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común que fallezca y los miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que fallezca, siempre y cuando este hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres últimos años inmediatamente anteriores al fallecimiento.

Y el 13 de la misma Ley 797 de 2003, que modificó los artículos 47 y 74 de la Ley 100 de 1993, dice: 

“Beneficiarios de la pensión de sobrevivientes. Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes:

“…

“f) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con derecho, serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante sí dependían económicamente de éste.” 
En el asunto bajo estudio solicita el demandante se le reconozca por vía de tutela la pensión de sobreviviente, como medida para proteger sus derechos al mínimo vital, a la vida digna y a la seguridad social, en razón a su edad, condiciones de salud y porque dependía económicamente de su hermana Consuelo Osorio Osorio, a quien pretende sustituir en esa prestación, la que Colpensiones   negó porque la fecha en que se estructuró su estado de invalidez fue posterior a aquella en que falleció la asegurada.

7. De manera previa se hace necesario indicar que si bien en este caso no se demostró el agotamiento de la vía gubernativa frente a esa resolución de Colpensiones, en la sentencia SU442 de 2016, la Corte Constitucional dijo que: “(…) la Sala aclara que al accionante no le era obligatorio reponer y/o apelar la Resolución que le negó el derecho pensional, toda vez que el requisito de subsidiariedad en materia de tutela se refiere es a que no puede interponerse la acción cuando existan medios ordinarios de defensa judicial. Conforme a la jurisprudencia de la Corte y del Consejo de Estado sobre la materia, en estos casos la procedencia de la tutela debe definirse según el Decreto 2591 de 1991, el cual prevé que “[n]o será necesario interponer previamente la reposición u otro recurso administrativo para presentar la solicitud de tutela” (art 9).”

En consecuencia, en este caso concreto, puede afirmarse que la circunstancia de haber omitido el empleo de los recursos de la vía administrativa, no puede frustrar la protección constitucional que reclama el demandante.   

8. Está demostrado en el proceso que por Resolución GNR 165325 de 3 de junio de 2016, el Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones negó al actor el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes porque la fecha de estructuración de su invalidez fue establecida el 14 de diciembre de 2015 y la señora Consuelo Osorio Osorio falleció el 28 de septiembre de 2015
; es decir, antes de aquella fecha. 

No es objeto de controversia que la asegurada falleció el día indicado, pues así se plasmó en aquel acto administrativo, con fundamento en el registro de defunción que para efecto de la reclamación pensional se anexó; tampoco, que para la fecha en que se produjo el fallecimiento de la citada señora no se había sometido el demandante al proceso de calificación de su invalidez; tal hecho se produjo posteriormente, el 16 de enero de 2016, y se señaló como fecha en la que se estructuró la invalidez el 14 de diciembre de 2015, como lo acredita el formulario de calificación de la pérdida de la capacidad laboral que expidió médico laboral de Colpensiones
.
9. Es pertinente entonces analizar si lo relacionado con la fecha de estructuración de la invalidez resulta motivo válido, en este caso concreto, para que la accionada haya negado al actor la pensión de sobrevivientes que reclamó.

En relación con el tema, ha dicho la Corte Constitucional: 
“5.2.8.1. La fecha de estructuración de la invalidez del hijo mayor de edad o hermano del cotizante o pensionado, debe ser anterior a su fallecimiento porque, siendo el principal propósito de la pensión de sobrevivientes conjurar la desestabilización social y económica que enfrenta la familia como consecuencia directa y exclusiva de la muerte de quien proveía el sustento, es necesario acreditar que (i) entre ellos existía una dependencia económica a raíz de la invalidez del solicitante, y (ii) que como consecuencia de la muerte del trabajador o pensionado, la persona perdió su única fuente de ingresos, quedando desprotegida y sin posibilidad de procurarse su propio sustento.
 
5.2.8.2. En este sentido, si la estructuración de la invalidez es posterior al deceso, significa que la persona, o bien no dependía, o bien podía no depender de su familiar, al estar en edad y en capacidad de trabajar. Por ende, la crítica situación económica que resulte de la disminución en su capacidad laboral no será consecuencia del fallecimiento de su ser querido y de los ingresos que dejó de percibir, sino de un hecho posterior e independiente, el cual deberá afrontar solicitando la pensión de invalidez causada con sus propios aportes. 
 
5.2.8.3. Ahora bien, hay casos que no se ubican con claridad en uno de los dos lados. Esto ocurre cuando la fecha de estructuración consignada en el dictamen médico es posterior al fallecimiento del familiar del solicitante, pero en su historia clínica se observa que su enfermedad tuvo origen antes de tal suceso. Frente a un caso como ese, las entidades pensionales y los jueces de la república deben ofrecerle un tratamiento diferencial al interesado por tratarse de una persona en condición de invalidez, valorando todo el acervo probatorio y constatando la situación material de desprotección, sin limitarse a aquella consignada en el dictamen médico (…)”

En este caso, según lo consignado en historia clínica del peticionario
, de fecha de 17 de septiembre de 2015, entre sus varios diagnósticos se encuentra el de ceguera de ambos ojos y el 14 de diciembre de ese mismo año, médico oftalmólogo que lo examinó, dejó constancia de sus dolencias, entre ellas “AMAUROSIS TOTAL, AMBOS OJOS, POR TRASTORNOS EN RETINA CENTRAL Y DAÑOS DEBIDOS A LA EDAD Y A LA CEGUERA DE MUCHO TIEMPO… CEGUERA OCULAR Y CENTRAL CEREBRAL, INPERABLE, INTRATABLE, AMAUROSIS TOTAL, ESTA (sic) PACIENTE ES INVIDENTE TOTAL Y DEBE TRATARSE COMO TAL”
.
De lo anterior se concluye que el padecimiento en que sustentó la determinación del porcentaje de la pérdida de capacidad laboral del demandante se estructuró antes del fallecimiento de su hermana Consuelo, circunstancia que conocía el fondo de pensiones, pues en el formulario de calificación de la pérdida de la capacidad laboral, suscrito por uno de sus médicos laborales, se tuvo en cuenta el concepto del médico oftalmólogo, de 14 de diciembre de 2015, en el que se especificó que el peticionario es invidente desde hace varios años.

En estas circunstancias, Colpensiones no podía negar la solicitud pensional con el único argumento de que la fecha de estructuración dictaminada fue posterior a la del fallecimiento de la afiliada, cuando ello, tal como se vio, no concuerda con lo acreditado en la  historia clínica del actor. 
Así entonces, tomando como referencia la jurisprudencia de la Corte Constitucional y el estado de indefensión del actor, puede concluirse que la entidad accionada lesionó al citado señor los derechos al mínimo vital, la vida digna y la seguridad social.
8. Y si bien lo que correspondería sería analizar si se cumplen los requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes y en caso de superar ese análisis ordenar su reconocimiento, se tiene que Colpensiones no ha evaluado el cumplimiento de esos presupuestos, ya que, según se probó, se limitó a analizar lo relativo a la fecha de estructuración de la invalidez, sin entrar a establecer si el señor Octavio Osorio Osorio tiene la calidad de hermano inválido de la señora Consuelo Osorio Osorio, si esta carece de cónyuge, compañero permanente, padres e hijos con derecho y si de ella dependía económicamente el citado señor. Por tanto, será el fondo de pensiones el encargado de proceder a decidir sobre el particular. 

9. En conclusión, se revocará la sentencia de primera instancia y en consecuencia, se concederá el amparo solicitado. Para proteger los derechos lesionados, se ordenará a la Gerencia Nacional de Reconocimiento de Colpensiones que en el término de quince días resuelva sobre la reclamación de pensión de sobrevivientes elevada por el señor Octavio Osorio Osorio, con la advertencia de que no podrá negar su reconocimiento con sustento en que la fecha de estructuración del dictamen de pérdida de la capacidad laboral es posterior a la del fallecimiento de la causante Consuelo Osorio Osorio.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala No. 1 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 14 de diciembre de 2016, en la acción de tutela que instauró el señor Octavio Osorio Osorio, contra Colpensiones.
SEGUNDO: CONCEDER el amparo de los derechos al mínimo vital, la vida digna y la seguridad social que de que es titular el demandante.

(continúa parte resolutiva de sentencia proferida en la tutela radicada 66001-31-18-002-2016-00298-01)
TERCERO: SE ORDENA al Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones, Dr. Luis Fernando de Jesús Ucros Velásquez, que en el término de quince días, contados a partir de la notificación de esta decisión, resuelva nuevamente sobre la reclamación de pensión de sobrevivientes elevada por el señor Octavio Osorio Osorio, esta vez sin posibilidad de oponerse a su reconocimiento porque la fecha de estructuración del dictamen de pérdida de la capacidad laboral sea posterior a la del fallecimiento de la causante Consuelo Osorio Osorio.

CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

(ausente con causa justificada)
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